Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 44 minutos) 


-Antes de comenzar, quisiera señalar que me tomé la libertad de invitar a esta sesión al 
señor Diputado Patrone, que integra la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la 
Cámara de Representantes. Luego de una conversación que mantuvimos con él, entendimos que era 
bueno ir conociendo el proyecto de ley, ya que tendrá que pasar por ambas Cámaras. De este modo, 
nos podemos interiorizar acerca de la polémica de una ley compleja, que el Gobierno quiere que esté 
operativa lo antes posible. 


En la tarde de hoy recibimos a representantes del Instituto de Teoría de la Arquitectura y 
Urbanismo y de la Cátedra de Arquitectura Legal, a quienes cedemos la palabra. 


SEÑOR COUSILLAS.- Pensamos hacer una exposición teniendo en cuenta la solicitud que nos había 
hecho el Secretario cuando realizó la invitación. Nuestra idea es brindar un informe desde el punto de 
vista de la Cátedra de Arquitectura Legal de la Facultad de Arquitectura, a la que representamos, y 
para ello intervendrá el doctor Carlos Castro, que integra el equipo docente, y yo, que en este momento 
soy el catedrático de la materia. Luego, harían uso de la palabra integrantes del Instituto de Teoría de 
la Arquitectura y Urbanismo, a través del arquitecto Acuña y del ingeniero Chabalgoity. También nos 
acompaña el doctor Quintela, integrante de la Cátedra de Arquitectura Legal. 


En nombre de todos, quisiera agradecer la invitación realizada por la Comisión para 
participar y poder compartir con los señores Senadores algunas ideas sobre el ordenamiento territorial 
y sobre el proyecto de ley que el Poder Ejecutivo ha remitido a consideración del Parlamento. 


La invitación tiene relación y de alguna manera fue anunciada o está referida en el propio 
mensaje del Poder Ejecutivo porque, como los señores Senadores ya saben, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente celebró un convenio de cooperación con la Universidad de 
la República, a través de la Facultad de Arquitectura, el 20 de julio de 2005, para que la Cátedra de 
Arquitectura Legal y el Instituto de Teoría de la Arquitectura y Urbanismo asesoraran y asistieran a la 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial en la elaboración de estudios y análisis preliminares de 
un proyecto de ley de ordenamiento territorial. La idea es tomar como base algunas directivas que la 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial había elaborado en el año 2005 y que habían sido 
consideradas y aprobadas por el Poder Ejecutivo. 


Entiendo que toda esa documentación está en poder de la Comisión, puesto que ya han 
tenido la oportunidad de recibir al señor Ministro y al Director Nacional de Ordenamiento Territorial. Ese 
convenio se desarrolló según los objetivos de la Cátedra, pero el aporte que desde la academia y 
desde lo jurídico territorial es posible realizar, está concentrado en un documento, que fue el primero de 
los hitos de ese acuerdo de cooperación entre la Universidad y el Ministerio, que se denominó 
“Estudios preliminares para un proyecto de ley de ordenación del territorio”. Dicho documento fue 
elaborado por el equipo docente de la Facultad, con la participación de técnicos del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero básicamente fue producto de algunas 
reflexiones y análisis jurídicos surgidos desde la Cátedra de Arquitectura Legal. Sin perjuicio de que 
creemos que está incluido en la documentación que los señores Senadores recibieron, trajimos un 
ejemplar que dejo al Secretario para que disponga de él. 


En realidad, la trascendencia de este documento tiene que ver con que, una vez hechos los 
estudios iniciales, en él se identificaron y analizaron tres temas que, para nosotros, son absolutamente 
fundamentales desde los puntos de vista técnico, jurídico y académico, tratándose de la elaboración de 
un proyecto de ley en esta materia. El primero de ellos refiere a cuál es la materia que debe abordar la 
ordenación del territorio; el segundo se relaciona con cuál debe ser la institucionalidad o la distribución 
de competencias que una ley de esta naturaleza debe tener en cuenta y plasmar de alguna manera, 
mientras que el último de los temas refiere a la forma en que se debe abordar o considerar el derecho 
de propiedad, en su relación con la ordenación territorial. 


Hay otros aspectos que es posible analizar en profundidad, tanto jurídica como técnicamente, 
pero consideramos que los tres que acabamos de mencionar están en la esencia de un proyecto de ley 
de este tipo y están también en el terreno de las indefiniciones o de los conflictos, sobre todo a la hora 
de analizar situaciones o problemas que se dan en nuestra sociedad por la ausencia de una regulación 
adecuada en materia de ordenación territorial. 


Pensamos que sería interesante dedicar los próximos minutos a presentar a los señores 
Senadores las conclusiones principales a las que se arribó, referidas a los tres temas mencionados; 
incluso, podríamos hacer también alguna relación con aspectos específicos del proyecto de ley que 
está a consideración y que todos conocemos. 


Por nuestra parte, no dejamos de tener en cuenta que esta iniciativa no es la primera que se 
presenta en esta materia, pues ha habido otras que, por supuesto, también han sido analizadas y 
tenidas en cuenta. 


El proyecto de ley es muy rico y, además, bastante extenso. Tiene un desarrollo y un volumen 
muy importantes, por lo que sería prácticamente imposible realizar un análisis artículo por artículo, y ni 
siquiera capítulo por capítulo, en apenas algunos minutos. Por esa razón, consideramos que los tres 
temas anteriormente mencionados cortan transversalmente el proyecto -por decirlo así- y permiten, de 
alguna manera, identificar aspectos primordiales o esenciales. 


Ahora bien, desde ya señalamos que, probablemente, ni el doctor Castro ni quien habla 
logremos definir totalmente dichos aspectos, porque no existe una verdad absoluta en ninguno de 
ellos. Tal vez nuestra intención sea -y espero que lo logremos- poder mostrar alternativas, identificar 
focos, ver puntos de encuentro o distintas visiones sobre las cuales el Parlamento deberá adoptar 
decisión. Legislar en este tema va a implicar, inevitablemente, tomar decisiones muy importantes 
sobre cuál es la materia del ordenamiento territorial, cómo se distribuyen las competencias y cómo se 
va a mantener y a ejercer de aquí en más el derecho de propiedad, especialmente el de los inmuebles. 


Por mi parte, me voy a referir a los dos primeros temas, el de la materia y el de las 
competencias, mientras que luego el doctor Castro abordará la cuestión relacionada con la propiedad. 
Desde ya, desearíamos que esto fuera un intercambio de ideas -en realidad, no corresponde que lo 
diga quien habla, pues los dueños de casa son los señores Senadores- porque la riqueza está, 
precisamente, en que podamos interactuar. 


Obviamente que no es sencilla la tarea que tienen por delante la Comisión y el Parlamento al 
abordar este proyecto de ley, pues es una materia sobre la cual no existe un antecedente legislativo 
específico ni una norma en vigor sobre la cual el Parlamento deba actuar. Existe un conjunto normativo 
disperso que refiere al territorio o tiene incidencia sobre él, su ocupación y sus usos, pero que no 
necesariamente establece el marco jurídico para una ordenación territorial propiamente. 


Ahora, cuando hablamos de ordenación territorial, aun cuando nos referimos a los técnicos, 
en la imaginación de cada uno seguramente nos vamos a encontrar con explicaciones muy diversas 
acerca de qué tema estamos abordando y cuál es la materia prima que vamos a moldear, a la cual le 
vamos a dar forma a través de este proyecto de ley. 


En esto, básicamente, hay dos grandes visiones, y si bien puede llegar a ser demasiado 
rígido o caricaturesco decir que son antagónicas y separadas, por lo menos es gráfico. Además, el 
hecho de ver dos cosas muy separadas nos permite entender dónde estamos situados. 


Por un lado, nos referimos a la ordenación territorial entendida con un criterio acotado, muy 
preciso; como un instrumento -no como un fin en sí mismo- que apunta a la planificación física, a la 
ordenación y ubicación de actividades en determinados lugares. Desde ese punto de vista, la 
planificación hará coordinaciones con políticas o con otras medidas de planificación que no sean 
específicamente espaciales, sino sectoriales: del transporte, de la educación, etcétera. 


Hay legislaciones de este tipo en el mundo, que antiguamente se las llamaba “del suelo”. En el 
Uruguay, cuando hablamos de suelo, pensamos más bien en una visión productiva -por ejemplo, la Ley 


de Conservación de Suelos de nuestro país tiene una mirada agropecuaria-; sin embargo, así se las ha 
denominado en algunos casos y en algunas legislaciones. 


La otra visión posible es la de ver la ordenación territorial con una mirada tendiente a hacer 
una planificación más abierta y más amplia, no restringida a la localización de actividades. Es un 
componente de la planificación económica y social del Estado, derivado del estado del bienestar o del 
estado social de Derecho, que tiene una consonancia y un objetivo muy vinculados a la política global 
del Estado, a la política en general, con el límite de que no puede ser la ordenación del territorio la 
planificación estratégica del Estado todo. No toda la planificación estatal puede pasar por la ordenación 
territorial. 


Esta segunda visión puede tener la ventaja de ser mucho más comprensiva, abarcativa e 
integral, pero es mucho menos precisa y acotada; sus límites han de encontrarse más difusos y, en 
consecuencia, sus prescripciones, las disposiciones que habrá de contener serán mucho más 
procedimentales y mucho menos dispositivas. Esa es una alternativa que el proyecto debe tomar y el 
Legislador adoptar. 


¿Dónde vamos a situar el ordenamiento territorial en nuestro país? ¿Buscaremos una tercera 
vía a la uruguaya o mantendremos un equilibrio, una tensión flexible entre estos dos extremos? En 
cualquier caso, debemos tener en cuenta que las previsiones que se desprendan en la ley van a 
encuadrar en el siguiente esquema. Si la planificación es física, es locativa, las disposiciones de la 
norma serán precisas, específicas, detalladas y llegarán a establecer derechos y obligaciones con 
alcance concreto; en cambio, si la planificación a la que apuntamos y el ordenamiento territorial que 
abordamos son más generales, las previsiones de la ley también lo serán. En este último caso, van a 
ser mucho más procesales, más competenciales y menos dispositivas de derechos y obligaciones 
directos para todos y cada uno de los ciudadanos, resultando más bien obligaciones para los órganos, 
instrumentos de actuación y posibilidades de incidir sobre las actividades en el territorio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Personalmente veo este proyecto de ley como un instrumento de 
descentralización. Partimos de la base de que el país tiene un problema de macrocefalia que se 
expresa en una cantidad de elementos que no voy a describir aquí porque son conocidos por todos. En 
consecuencia, podemos tener en la mano un instrumento de descentralización ordenada que permita, 
realmente, viabilizar algo que establece la Constitución, que lo vivimos mencionando, que es 
compartido por todos los partidos políticos de este país pero que, sin embargo, tenemos dificultades 
para llevarlo a la práctica. Por estos motivos, entendí que debíamos elegir el camino que nos condujera 
a efectivizar una descentralización. Quería hacer esta reflexión porque está en el inicio de la definición. 


SEÑOR MOREIRA.- Escuché con atención lo que se decía en cuanto a los dos criterios y, a mi juicio, 
considero que este proyecto de ley se enmarca en el segundo de ellos, dado que se remite a una serie 
de instrumentos y deja librado a la legislación principios rectores que hacen a las competencias que 
aquí mismo se establecen, algunas de las cuales ya surgen de nuestro régimen constitucional y legal 
tales como las relativas a las autonomías municipales, etcétera. 


En definitiva, considero que estamos ante un proyecto de ley enmarcado en el segundo 
criterio, de planificación más abarcativa, más amplia y no acotada a lo espacial. ¿Ello es así, o acaso 
es un híbrido de los dos? 


SEÑOR COUSILLAS.- Los dos temas que se han introducido son muy interesantes y oportunos. 


La descentralización puede ser uno de los efectos deseados, pero debemos ser claros al 
decir que una ley de ordenación territorial no hace a la descentralización. Naturalmente, ésta responde 
a un mandato constitucional. Básicamente, cuando hablamos de descentralización rápidamente nos 
situamos en el espacio y pensamos en ella como una forma de distribución dentro del territorio; pero 
esto no es lo único que identifica y precisa la descentralización. De la misma manera, la atribución de 
facultades o de poderes, el ejercicio y el manejo de recursos, así como las posibilidades reales y no 
sólo jurídicas, son las que determinan la vigencia real de la descentralización. Hago esta salvedad 
porque si bien es muy importante la descentralización, no hay que confundir una ley de ordenación 
territorial con una de descentralización. Esto ha sucedido en algunos lados, y en América Latina ha 


sido común que ordenación territorial sea sinónimo de descentralización; pero técnica y 
académicamente es totalmente posible que exista ordenación territorial en sentido contrario. Quizás en 
nuestro país esto no sea lo más deseable ni lo constitucionalmente mandatado. 


Existe un segundo tema que se introdujo como referencia específica al proyecto. Cuando 
hablamos de si está en un modelo o en otro, específicamente nos estamos refiriendo a los 
instrumentos de planificación que adopta. Ahora bien; la pregunta sería si todos los contenidos de la ley 
se identifican con este segundo aspecto. Así como los instrumentos se inscriben en esa planificación 
más abarcativa, más económico social, más integral, de pronto habría que chequear si otros capítulos, 
como los derechos y obligaciones, las facultades de los organismos, la policía o el contralor que se 
atribuye, van en el mismo sentido. Como decía antes, un modelo determinará disposiciones más 
precisas y otro más genéricas. 


No me quiero extender demasiado sobre este punto, pero voy a hacer alguna referencia a la 
materia. Cuando uno tiene que optar acerca de la materia ordenamiento territorial y trasplantarlo a una 
ley, a su vez debe optar por la estrategia legislativa que llevará adelante, es decir, cuál es la técnica 
para que esa materia se plasme en un proyecto de ley. Aquí caben dos o tres posibilidades y no 
muchas más. Una de ella es crecer casuísticamente, es decir, ir dictando normas que establezcan 
documentos de manera más o menos aislada -planes por aquí, programas por allá y competencias por 
otro lado- y retocar la Ley de Centros Poblados, en una suerte de actividad legislativa más dispersa. 


En consecuencia, tenemos una primera posibilidad de crecimiento progresivo, de modificación 
por acercamiento -si se me permite el término- es decir, ir bordeando el tema hasta que, finalmente, se 
concreta. Esto ha sido común en nuestro país con respecto a otros temas, pero no ha sucedido lo 
mismo con el ordenamiento territorial porque las leyes más parecidas a éstas son muy viejas, ya que 
datan de 1946. 


La segunda posibilidad consistiría en tratar de comprender en una única norma todas las 
disposiciones, en una suerte de compendio normativo. Sin duda, estaríamos hablando de un proyecto 
de ley relativamente extenso, que incluiría un volumen importante de normas. 


Pero existe una tercera alternativa, que es la de contar con una norma marco o norma 
general, que no regule al detalle todos los temas pero que sí establezca el marco necesario para la 
movilidad de los organismos y para la aplicación, tanto de la legislación preexistente como de la que se 
pueda ir adoptando en la complementación de esa misma norma. Quiero aclarar que utilicé el término 
“legislación”, aludiendo a otras leyes, a normas reglamentarias o a disposiciones de índole municipal. 


Cualquiera de las alternativas antes mencionadas se puede aplicar a los modelos filosóficos 
que hemos visto previamente, ya que en un caso se apunta al contenido y en otro a la estrategia 
legislativa a seguir. Entonces, una vez más deberíamos preguntarnos en cuál se inscribe el proyecto de 
ley que nos ocupa. 


SEÑOR MOREIRA.- Es un proyecto “a la uruguaya”. 


SEÑOR COUSILLAS.- Seguramente así es, señor Senador, pero en forma declarada el Poder 
Ejecutivo apuntaba a una ley marco. Esa fue la visión desde la cual trabajaron la Universidad y el 
Ministerio, siendo además la que figura en los documentos del Poder Ejecutivo. Tal vez deberíamos 
hacer el test al proyecto en base a estas tres posibilidades, para ver en cuál de ellas se inscribe. Creo 
que resulta claro que no se trata de una norma dispersa, sino que estamos ante una disposición que 
busca concentrar y mostrar armónicamente la regulación futura; probablemente se trata de una 
disposición que resulta extensa para tener exclusivamente el carácter de norma marco. En definitiva, 
tal vez sea una norma que ocupa un lugar intermedio, ya que no tiende a lograr una unificación o 
concentración total, pues el propio Mensaje del Poder Ejecutivo habla de cierta legislación que deberá 
ser dictada posteriormente. Sin embargo, repito, se trata de una norma ciertamente extensa, 
constituida por disposiciones que también presentan una extensión considerable. 


Hasta aquí me he referido a lo que llamamos “materia” en el documento que los señores 
Senadores podrán analizar después más detenidamente. 


El segundo punto a tratar es el de “competencia”, y debo decir que reviste una gran 
importancia, porque el tema de la ordenación territorial, hasta ahora, ha sido y sigue siendo uno de los 
que se inscribe en esa cierta indefinición que existe en la delimitación de competencias entre el nivel 
nacional de gobierno y el nivel departamental y local, es decir, entre el Poder Ejecutivo o la 
Administración Central -según las distintas denominaciones aplicadas- y los Gobiernos 
Departamentales. Hablamos de cierta indefinición, porque tenemos una prescripción constitucional y, 
posteriormente, un desarrollo legislativo que no llega a ser verdaderamente completo ni a establecer 
ese límite esencial entre lo nacional y lo departamental. Hay un límite, pero éste es discutido desde el 
punto de vista espacial, porque si bien los Gobiernos son departamentales, se ha debatido si en 
algunas materias tienen competencias más allá de los límites de las áreas urbanas, o para ser más 
precisos, de los centros poblados. Podemos recordar varios ejemplos de la Ley Orgánica Municipal, la 
N* 9.515, de 1935, donde se dice, por ejemplo, que el Intendente ejercerá la policía higiénica y 
sanitaria de las poblaciones, pero no sabemos qué sucede cuando no se trata de concentraciones de 
población. De acuerdo con la normativa actual, ¿es exigible el permiso de construcción fuera de los 
centros poblados? Hay excepciones como la del departamento de Montevideo, que tiene una ley 
nacional que lo habilita, pero “contrario sensu”, ¿debemos interpretar que no existe esa atribución fuera 
de Montevideo? Tal vez el Legislador, con una visión constitucional, tenía la idea de que el Gobierno 
Departamental era el gobierno del departamento y, a su vez, el administrador de ciertas materias 
dentro de las áreas urbanas, así como de otras dentro de las zonas rurales. Por ejemplo, los caminos 
de competencia municipal atraviesan áreas rurales; sin embargo, en general, los servicios municipales 
-no digo departamentales- se asimilan a la visión más urbana y directamente vinculada al centro 
poblado. 


Frente a este panorama, la reforma constitucional de 1996 terminó de introducir claramente 
el tercer nivel, es decir, el local. Hasta ese momento, se entendía que el Intendente era una autoridad 
local, pero también departamental y municipal. Hoy -más allá de que nos cueste, por la tradición 
existente- deberíamos restringir el uso del término “municipal!” a lo local. 


Esta situación competencial se da en muchos temas, como por ejemplo en cómo construir 
rutas o cuándo son de jurisdicción nacional o departamental. Hay una ley que delimita esto y le da al 
Poder Ejecutivo la facultad de establecer la jurisdicción nacional o departamental; sin embargo, todos 
conocemos casos de alguna doble vía de alta velocidad que, siendo de jurisdicción nacional, termina 
en una jurisdicción departamental, que rápidamente debe acomodarse porque le hicieron una ruta. 


En el tema territorial, obviamente, esta diferenciación entre lo nacional y lo departamental 
toma una importancia esencial, porque los gobiernos departamentales son descentralizaciones 
territoriales que se caracterizan por la base territorial de su competencia. 


En el estudio realizado analizamos las competencias, tanto nacionales como 
departamentales, constitucionales y legales actuales, para tratar de extraer algunas conclusiones que 
permitan constatar cuáles serían los puntos, los temas más trascendentes o las guías a tomar a la hora 
de legislar a este respecto. 


Todos sabemos que entre la norma jurídica y la realidad muchas veces hay una brecha, pero 
existe una idea de colisión de competencias mucho mayor que la que, en realidad, deriva de las 
disposiciones constitucionales y legales. En muchos casos, atribuimos competencias de ordenación 
territorial a autoridades departamentales o a organismos nacionales cuando, en realidad, están 
incidiendo sobre el territorio -si me permiten, en algunas situaciones están “desordenando”- sin 
pretender que su actividad sea la ordenación territorial. 


No me cabe duda de que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, cuando decide la 
construcción de una ruta, está incidiendo sobre la conformación futura del territorio y las actividades 
humanas en torno a él. Sin embargo, no está ordenando el territorio, no está haciendo ordenación 
territorial, planificando, dictando normas o estableciendo criterios de uso del territorio; a lo sumo, estará 
excluyendo otro uso de ese territorio que asfaltó o incidirá indirectamente por la construcción de la ruta. 


En consecuencia, deberíamos aclarar que, siendo muy importante tener en cuenta las 
competencias de esos organismos y considerarlos a la hora de diseñar estrategias territoriales, no 


existe colisión de competencias entre lo que impone una ley de ordenación territorial y la competencia 
de la obra pública, de la educación o la del turismo. 


El turismo, asimismo, deberá tener en cuenta la ordenación territorial como de pronto no lo 
tiene actualmente. De la misma manera, las estrategias de la ordenación territorial que deriven de esta 
legislación, tendrán que considerar los objetivos y las posibilidades turísticas del país. Aunque un plan 
de ordenación territorial establezca que se podrá hacer turismo de invierno en las altas cumbres, ello 
no será posible porque no están dadas las condiciones para hacerlo. 


SEÑOR MOREIRA.- Este aspecto me parece interesante. En Comisión estamos presentes dos ex 
Intendentes que tenemos una larga experiencia en proyectos de Gobiernos Nacionales de Legislaturas 
anteriores y podemos decir, por ejemplo, que para el trazado de una ruta jamás se consultó a los 
Gobiernos Departamentales. Creo que eso roza lo que la Constitución y nuestra legislación aplicable 
determinan, porque el trazado de una ruta puede tener consecuencias muy positivas o muy negativas 
sobre las poblaciones, explotaciones o destinos turísticos. Jamás, en términos generales, se ha 
consultado a los Gobiernos Departamentales en el tendido eléctrico, el de un oleoducto o en el trazado 
de una ruta, aunque tiene una fortísima influencia sobre los grados de desarrollo y puede producir 
problemas urbanos y hasta de inundaciones en algunos lugares. En general, se han realizado en forma 
absolutamente inconsulta. 


Debido a esa transversalidad y el principio de la cooperación que se reitera por parte de 
distintos organismos públicos, esto parece restablecer la necesidad de hacer consultas previas, según 
he podido constatar en una primera observación de lo que contiene el proyecto de ley. 


SEÑOR COUSILLAS..- Agregaría a lo dicho por el señor Senador Moreira que esos trazados tampoco 
tuvieron en cuenta planes y directivas nacionales. En esos casos se consideró por dónde se trazaría la 
ruta, cuál sería el costo, qué se quería conectar o qué se deseaba transportar pero, de pronto, no 
tuvieron en cuenta otros elementos de tipo social, económico o una planificación que determinara el 
trazado de una ruta no perdiendo de vista el resto de los aspectos. Creo que esto no sólo ocurre a nivel 
departamental; quizás a escala nacional tampoco existe nada concreto. Es cierto que las rutas 
atraviesan e inciden en el departamento, pero de pronto conectan puntos de repercusión nacional, 
como es el caso de un puerto o la salida de alguna producción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero profundizar un poco sobre este último aspecto, porque puede haber 
decisiones políticas que tengan determinada incidencia -por ejemplo, la supresión del ferrocarril tiene 
consecuencias sobre el territorio y sobre las poblaciones adyacentes- pero también hay elementos de 
la naturaleza como las cuencas hídricas, que pertenecen a varios departamentos pero que en sí 
mismas son una unidad y que, por lo tanto, deberían tener una gestión integral. En ese sentido, no sé 
si este proyecto de ley resuelve con claridad cuánto priman los intereses nacionales y cuánto pesan los 
intereses locales, y qué es lo que está por encima de lo demás desde el punto de vista del Derecho. 
Sobre este último punto, aquí hay una cantidad de conceptos de Derecho pero, como no tengo una 
especialidad en esa disciplina, me resultan difíciles de abordar. 


SEÑOR LAPAZ.- Quiero agregar algo más en cuanto a las rutas que atraviesan los pueblos y las 
localidades, así como a la problemática a la que se enfrentan los vecinos, que reclaman a la 
Intendencia Municipal la construcción de lomadas en una ruta nacional, porque entienden que no es 
una ruta sino una calle, lo que en definitiva le corresponde al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. En los hechos, lo que sucede es que como los vehículos que pasan por allí lo hacen a altas 
velocidades, ese tema pasa a ser regulado por la parte de tránsito de la Intendencia Municipal. 


Por otro lado, en el departamento de Soriano, concretamente en la ciudad de Dolores, 
tenemos el caso de la Ruta Nacional N* 21 que, cuando viene desde Nueva Palmira, no tiene trazado; 
se corta en el kilómetro 319 y retoma el trazado hacia el Norte, en el Puente San Salvador, en el 
kilómetro 323. Entonces allí hay cuatro kilómetros en los que no sabemos, desde el punto de vista de la 
paramétrica, qué trazado marcó el ingeniero para ubicar a la Ruta N* 21. 


Por otra parte, además del Gobierno Departamental y del Gobierno Nacional, están las 
Juntas Locales Autónomas, que es un tercer elemento que existe en determinados departamentos y 
que podría ocasionar una colisión de derechos. 


SEÑOR COUSILLAS..- Tal vez el ejemplo es útil para reafirmar lo que decíamos al principio. Esta ley 
no va a dar solución a estos problemas que estamos planteando, pero debería permitir la definición de 
criterios, instrumentos y procedimientos, así como una clara asignación de las competencias, para que 
esos problemas pudieran ser abordados adecuadamente. Tal vez el más complejo de esos criterios sea 
al que apuntaba la señora Presidenta, es decir, saber cuándo prima una competencia o un interés de 
índole local, departamental o nacional. 


Es claro -y creo que nadie, hoy por hoy, lo pone en tela de juicio- que cuando hablamos de 
relación de territorio, nos referimos a competencias nacionales e internacionales, y no puede pensarse 
que se considere exclusivamente uno u otro. Realmente debe existir una distribución, que quizás sea 
uno de los puntos más complejos porque no cabe duda de que, aunque apuntemos a la 
descentralización, existen materias o competencias que se sitúan a nivel nacional por disposición 
constitucional o por un interés que va más allá del local o departamental. Pensemos, por ejemplo, en la 
localización de un puerto. ¿Hasta dónde puede ser resorte exclusivamente local, más allá de toda la 
incidencia local y departamental que pueda tener? Bueno, la Constitución establece que los puertos se 
deben habilitar por ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Ley de Presupuesto habilita puertos. 


SEÑOR MOREIRA.- La autorización genérica para establecer puertos deportivos, que discutimos muy 
fuertemente, es inconstitucional por donde se la mire. 


SEÑOR COUSILLAS.- Es así, señor Senador, pero por lo menos en la discusión que tenemos en este 
momento sobre el carácter nacional o departamental, mantiene el criterio de lo nacional. Ahora bien: 
¿habrá algún mecanismo que contemple adecuadamente lo nacional y lo departamental? Porque ese 
puerto va a tener accesos, vinculaciones y en torno a él se va desarrollar toda una actividad productiva, 
social y demás. Éste es un tema crucial porque la decisión que se adopte a través de esta ley, va a 
marcar de aquí en más muchísimos aspectos del desarrollo público y privado y de la actividad 
gubernamental, económica y social. La indefinición actual lleva a que muchos de estos aspectos se 
resuelvan casuísticamente o por vías no jurídicas. 


Sin duda este es el tema que me resulta más apasionante y no quiero extenderme 
demasiado porque quiero terminar en este punto, pero la Constitución, reconociendo la 
descentralización departamental, deja un importante margen para que la ley pueda definir los alcances 
tanto de lo nacional como de lo departamental y, en lo personal, no descuidaría ... 


SEÑOR MOREIRA..- Y las competencias. 


SEÑOR COUSILLAS..- Es así, señor Senador, pero es difícil achacarle a esta ley la solución de temas 
pendientes, porque recordemos que la reglamentación de las autoridades locales, producto de la 
reforma constitucional de 1996, está pendiente. Reitero, no podemos reclamar a una ley de 
ordenamiento territorial que solucione temas pendientes y, sobre todo, no debemos olvidar el aspecto 
local. 


Si la señora Presidenta está de acuerdo, le voy a solicitar al doctor Castro que aborde el 
tema de la propiedad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CASTRO.- Si me permiten, quiero agradecer por la convocatoria que esta Comisión ha 
realizado a este equipo de docentes que ha trabajado asesorando al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Dicho equipo fue coordinado, en representación del ITU, 
por su Director, el arquitecto Carlos Acuña, el ingeniero Manuel Chabalgoity y el arquitecto Carlos 
Musso, y por parte de la Cátedra de Arquitectura Legal, por el doctor Marcelo Cousillas y quien habla. 
Además, contamos con el asesoramiento y la consultoría permanente del resto del equipo docente 
integrado por la arquitecta Magdalena Bervejillo y los doctores Alberto Quintela -aquí presente- Alvaro 
Riccino y Juan Trinchitela. 


Como dije anteriormente, este equipo docente asesoró al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -más precisamente, a su Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial- y como señaló el doctor Cousillas, se planteó un triple abordaje: uno propio 
de la materia, otro de las competencias y la institucionalidad y el último vinculado al derecho de 
propiedad. ¿Por qué vinculado al derecho de propiedad? Aquí me voy a referir a aquellos puntos que 
fueron los que marcamos a la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, sobre los cuales debía 
prestarse especial atención. 


Integramos esta área de conocimiento y de reflexión vinculada al derecho de propiedad 
porque partimos de la idea de que una temática como la presente genera, desde el principio, cierta 
tensión o conflicto entre el ejercicio del derecho de propiedad sobre la parcela y el ejercicio de los 
cometidos propios de los órganos estatales, en la búsqueda del bienestar general y el cumplimiento de 
la ley. Entonces, desde un comienzo entendimos fundamental reflexionar, generar una masa crítica de 
conocimientos en torno a la búsqueda del vital equilibrio entre ambos valores. Es decir que por un lado, 
creemos que esta legislación de manera alguna puede avasallar derechos adquiridos y, por otro, 
pensamos que debe permitir al Estado desarrollarse y generar las políticas necesarias que, en sus 
niveles legales correspondientes, entienda que sean las adecuadas al ordenamiento territorial. No 
podemos imaginar un Estado paralizado por temor a los juicios o que no desarrolle las políticas 
adecuadas para el bienestar de la población por el uso de esquemas obsoletos de apropiación del 
suelo. Entendemos que la ley debe encontrar el justo equilibrio para respetar a todos los actores 
sociales con derechos pero que, a su vez, por ello no se deben paralizar las políticas públicas. 


En la búsqueda del justo equilibrio que nos permita superar de alguna manera esta tensión o 
este conflicto, detectamos algunos puntos sobre los que se podría reflexionar. Por ejemplo, en nuestra 
Constitución se distingue entre el derecho a la propiedad, el derecho a ser propietario -distinción que 
sostiene el jurista Cassinelli Muñoz- y el derecho concreto sobre una parcela determinada. De manera 
alguna nuestro ordenamiento jurídico permite eliminar o limitar el derecho a ser propietario, pero las 
disposiciones constitucionales sí permiten limitar el ejercicio de ese derecho sobre una parcela o un 
sector de suelo determinado. 


SEÑOR MOREIRA.- Por razones de interés general. 


SEÑOR CASTRO.- Exactamente; así está consagrado en el artículo 7% de la Constitución de la 
República. 


Vemos que este proyecto manifiesta desde el principio que pretende ser una ley de interés 
general. A su vez, cuando entramos a las regulaciones concretas que atañen al derecho de propiedad, 
el concepto se reafirma. De modo tal que en la expresión de sus redactores, estaríamos en el ámbito 
del interés general que habilitaría determinadas restricciones y limitaciones al ejercicio determinado de 
este derecho sobre la parcela o sobre el suelo. 


Otro punto que comentamos en las tareas de asesoramiento, fue que detectábamos una 
inadecuación de los esquemas de apropiación del suelo, provenientes del siglo XIX, del Código Civil de 
1869, que tomó como modelo el Código de Napoleón de 1804. En este sentido, veíamos que estos 
esquemas de apropiación del suelo no se adecuaban a los requerimientos de una moderna política de 
ordenación territorial. 


En los artículos 37 y 39 del proyecto de ley que se está considerando, observamos que hay un 
avance sobre la conformación de los aspectos tanto activos como pasivos del derecho: me refiero a la 
parte de las facultades o posibilidades de actuar, por un lado, y a la parte de deberes o de conductas 
debidas, por el otro. Así, entre los derechos están las facultades de utilización, disfrute, explotación, 
etcétera. Se habla de que el cumplimiento de los deberes vinculados al ordenamiento territorial es 
condición para el ejercicio de las facultades del derecho de propiedad inmueble. También están los 
deberes de usar, de conservar, de proteger el patrimonio cultural, de edificar, etcétera. Es decir que se 
avanza en conceptos que están muy alejados de esa concepción decimonónica del derecho ilimitado 
de usar, abusar y, si el propietario lo deseaba, destruir la cosa, simplemente porque se le antojaba. 


Otro aspecto en el que hicimos hincapié -y me voy a detener aquí para permitir el intercambio 
y la exposición de los compañeros del ITU- es el que refiere al derecho de superficie, es decir, la 


posibilidad de desdoblar la titularidad de un predio en dos derechos reales: el del propietario del suelo y 
el del propietario de todo aquello que acceda por arriba del suelo. A este respecto, había en nuestro 
medio una discusión de más de 50 años, protagonizada por ilustres juristas; algunos entendían que 
esto era posible en base a cierto escape que había en la legislación sobre accesión; otros sostenían 
que no era posible. Recientemente, la reforma de la Ley Orgánica Registral -que creo que es del año 
1997- previó la posibilidad de inscribir este tipo de derechos, pero en realidad nunca tuvieron un 
desarrollo adecuado, siendo que se trata de un instrumento que permite mucha fluidez en las 
transacciones inmobiliarias y está presente en prácticamente todas las legislaciones de Derecho 
Comparado. Vemos que el proyecto de ley lo consagra y, más allá de algunos temas de redacción o 
descripción de la figura que pueden mejorarse, lo vemos como algo positivo. Estoy haciendo referencia 
al artículo 38. 


SEÑOR MOREIRA.- Es bien parecido al usufructo. 
SEÑOR CASTRO..- Sí y no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vendría a ser como en Inglaterra, donde la tierra es propiedad de la Corona 
y lo que está arriba, propiedad de la persona. 


SEÑOR CASTRO..- Habilita esa posibilidad, pero no es exactamente así. 


Paso a responder la pregunta del señor Senador Moreira, diciendo que sí es parecido, 
porque permite desdoblar, en dos titulares de derechos reales, las facultades físicas y jurídicas sobre 
una parcela, pero es distinto porque el usufructo no habla de la superficie, ni de lo que está debajo, 
abarcando el concepto desde otra dimensión, entre las facultades de disponer, que las conserva el 
propietario, y las de usar y gozar, que pasa a tenerlas el usufructuario. 


SEÑORA PRESIDENTA..- En la realidad uruguaya ya hay ejemplos de ese desdoblamiento. Viene a mi 
memoria lo que sucede en la Rural del Prado, donde la tierra es propiedad de la Intendencia, pero los 
galpones, de la Asociación Rural del Uruguay. 


SEÑOR CASTRO.- Debo decir que no conozco esa situación en particular. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Pero esa situación existe. 
SEÑOR QUINTELA.- A nivel municipal, hay antecedentes. 


SEÑOR CASTRO..- Esto da un marco legal que no existía hasta este momento. Las experiencias del 
derecho de superficie primero chocaban con la inexistencia de una previsión registral. Las partes 
podían acordar lo que deseaban y los escribanos podían establecer los derechos en escrituras 
públicas; pero en la medida en que no se podía cumplir con el requisito registral, el derecho no adquiría 
su virtualidad necesaria para ser 100% efectivo. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuál es el objetivo? ¿Qué utilidad puede brindar ese nuevo derecho -que 
algunos creen preexistente- en materia de ordenamiento territorial? ¿Qué cosas se podrían lograr con 
el derecho de superficie que no se consiguen hoy con el usufructo, que es algo muy tradicional? 


SEÑOR CASTRO.- Menciono uno, a vía de ejemplo. Si bien se podría mejorar la redacción, el derecho 
de superficie podría plantearse parcialmente en una parcela. Es decir, se podría conservar un sector de 
la parcela individualizado con una propiedad plena del suelo así como de lo que se levante sobre él, y 
en otra parte admitir la titularidad a otro sujeto a través de este derecho real, para distintas finalidades. 
Eso le da al instituto cierta versatilidad que hoy no está presente en nuestro orden jurídico, sobre todo 
para dar solución a situaciones en las cuales se necesite actuar en forma diligente y expeditiva. Por 
ejemplo, podríamos hablar de la intervención en los planes de emergencia relativos a vivienda o de las 
intervenciones necesarias en la tarea de integración de asentamientos irregulares, entre otras. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos que informarles que a la hora 15 se reúne el Senado para rendir un 
homenaje, y como todavía queda por delante todo el análisis del ITU, consultamos a nuestros 
visitantes si tienen inconveniente en fijar fecha para otra visita. Este proyecto de ley tiene que ver con 
derechos y deberes, de modo que si no lo entendemos no vamos a poder discutir sobre él. 
Concretamente, nos gustaría saber si pueden concurrir nuevamente el miércoles que viene, porque 
como disponemos de pocos minutos, si seguimos ahora, la exposición va a quedar cortada. 


De todas maneras, advierto que los vamos a tener que seguir molestando con las consultas, 
porque la nueva conceptualización sobre cuestiones jurídicas, en la medida en que estamos 
introduciendo otra cultura, requiere mayor fundamentación. 


SEÑOR ACUÑA.- Se nos pidió que eleváramos a juicio de la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial un articulado concreto; a él nos vamos a referir, no para contraponerlo al actual, sino para 
seguir reflexionando acerca de estas cuestiones que, realmente, son muy importantes y 
controversiales. 


En consecuencia, vamos a dejar en su poder el documento que incluye también el articulado 
que en su momento se manejó. Siguiendo la línea reflexiva de los doctores Cousillas y Castro, nos 
parece importante lo que precede al articulado -es decir, las bases que lo fundamentan- el que, en 
cumplimiento del convenio, entregamos en su momento a la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a distribuir ese material entre los miembros de la Comisión. 


Como dije antes, les pediríamos que, si no tienen inconveniente, vuelvan el próximo 
miércoles, porque nos importa escuchar ciertas opiniones acerca de esta iniciativa, sobre la que hoy 
me llevo un panorama un poco más complicado. 


Muchas gracias por su presencia. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 53 minutos) 
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